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I.- RAZON DE ESTE TRABAJO 

Es bueno y sano para todos, al menos en lo que a la sana razón conviene, no ocultar pesares y preocupaciones sobre aquello que no nos convence porque creemos que no camina con la soltura y libertad que es su ritmo natural. En este sentido vertemos nuestra preocupación en el mundo del núcleo rural gallego y en su regulación urbanística, o mejor, en su regulación dentro de esa legislación, porque a la vista de las realidades que los núcleos muestran social y económicamente, mezcla de residencia y producción rústica de viejos tiempos, nada debe haber en sus ámbitos territoriales que por viejo y conocido pueda apartarnos de su esencia y naturaleza salvo el error, lo extraño o lo forzado en su regulación legal, por no ser adecuada su comprensión. Y cuando la realidad de vida en el campo, que no es otra que la de la cultura que abarca todo el rural gallego con sus especialidades y su mundo socioeconómico y de relación, no se capta adecuadamente por el legislador en la regulación de los hechos y actividades en aquellos ámbitos, queda al descubierto una falta de observación pacífica y tranquila de su esencia, y es por ello que se perjudica enormemente semejante incomprensión al legislarse tan al reverso de su realidad. Esto viene a ser lo que ocurre con la legislación urbanística de Galicia, que ha venido mirando mal y legislando peor nuestra realidad rural en su esencia territorial, económica y cultural, prescindiendo del completo sentimiento de identidad y cayendo en los típicos pecados en los que cae siempre el producto salido de las manos de quien no ha sabido captar la fundamentación de los conceptos del mundo del núcleo rural, terminando por regularlo todo, lo poco bueno y lo mucho malo, con tanto distanciamiento entre lo que se tiene y lo que se quiere que acertar no es efecto más que de la casualidad.  

El legislador urbanístico gallego y, sobremanera. el ejecutivo responsable del sector, se han dispuesto a constreñir las posibilidades rurales, haciéndolo no por pura intención de maldad sino por presumido desconocimiento de la naturaleza de las cosas, de tal manera que la experiencia autonómica urbanística ha hecho del sector un mar de desconfianzas en lo que a legislación atañe y de desastres en lo que a la realidad concierne. No es posible acertar en un fin propuesto cuando del objeto a manejar sólo se ha llenado en conocimiento de su apariencia, de su envoltura superficial que sólo muestra un ornato sin sustancia. Basando la regulación de los núcleos rurales de población en tan flaca impresión, a la postre se impregnan de equivocadas ideas que sólo se generan con tan poca profundidad, bajo unas impresiones que hacen de la realidad su esencia. Los sentimientos dogmáticos suelen llenar las mentes de los que no son proclives a analizar la esencia de la realidad de las cosas sino que se mueven por su apariencia, y con ello resultan culpables de tanto equívoco en el manejo urbanístico de lo rural, porque la razón especulativa no es el fuerte de tanto déficit de entendimiento subjetivo. Y es por eso que la baja formación intelectual resulta propia de estos personajes que carecen de análisis y de criterio, sustentados más en la pasión que en la razón del alma. 

Mantendremos aquí que uno de los aspectos más manoseados y desacertados en la regulación urbanística de Galicia lo han sido, sin dudar, los lugares y aldeas del rural parroquial, y aún peor lo vienen siendo a medida que una nueva ley del sector es puesta en vigencia, así que, por el momento, el colmo de los desaciertos últimos hemos de atribuirlo hoy a la Ley 9/2002, de 30 de diciembre de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia (LOUG en adelante), por como trata los núcleos rurales.

En fin, Galicia dispone de 314 municipios
. Sólo 59 de ellos tienen una población superior a los 10.000 habitantes. Los 255 restantes se distribuyen del siguiente tenor: 3 tienen menos de 1.000 habitantes, 149 entre 1.000 y 5.000 y 103 entre 5.000 y 10.000 habitantes. 

La característica diferencial respecto a otras comunidades del Estado es que los municipios gallegos no son mononucleados
, sino que la población se distribuye en núcleos o entidades singulares de población dispersos a lo largo y ancho del territorio. Las categorías dominantes de estas entidades son la de lugares y aldeas, contenidos en una división parroquial formal englobada en una división administrativa municipal. En la Comunidad gallega hay 31.536 núcleos de población, más de la mitad de los existentes en España, y el 99 por 100 de ellos tiene una población inferior a 500 habitantes. Un municipio representativo se corresponde con el estrato medio, es decir, con una población entre 1.000 y 5.000 habitantes, y con mayoría de núcleos de población dispersos (media de 100), con menos de 30 habitantes por núcleo. Al sur de la provincia de Pontevedra, el municipio de Dozón, por citar un ejemplo, es representativo de aquel estrato medio rústico; tiene una población de hecho de 2.565 habitantes distribuidos en 55 entidades de población, de las cuales 38, el 70 por 100, tienen menos de 10 vecinos (edificaciones familiares), siendo, según clasificación del INE
, núcleos en “diseminado”, y sólo 17 tienen 10 o más viviendas, siendo “núcleos de población” también de acuerdo con el INE. El núcleo de mayor población es Castro, capital municipal, con 301 habitantes de hecho, distribuidos en 58 viviendas familiares. La media de habitantes por entidad de población es de 47 y la mayor parte de ellos no superan los 30 habitantes.

Esta introducción estadística tiene por único fin resaltar cuantitativamente la importancia del medio rural gallego bajo el punto de vista de la agrupación poblacional en núcleos dispersos, pero no basta para entender la esencia socio-económica rural y los sentimientos de sus moradores, es necesario conocer más de esos asentamientos por lo que habra de añadirse, y es importante decirlo, que tal modo de organización espacial es ancestral, causa de formas de producción arrastradas de tiempos pasados bajo una economía autárquica asentada sobre una estructura de propiedad minifundista de muy alta relación trabajo/producto. A partir de los años 70 del pasado siglo se produce una modernización lenta de las explotaciones ganaderas, pero aún perdura en buena parte del ámbito rural aquel atraso congénito. 

Uno de los factores que se oponen a la modernidad productora es la estructura territorial reinante; no resulta sólo el escaso nivel de formación del pueblo en lo orgánico o el minifundismo en los medios físicos productivos, sino también, en lo que aquí nos interesa, el hecho de mantener formas de asentamiento de vida inadecuadas de todo punto, tales como los núcleos rurales que, nacidos bajo otras formas de acomodación de medios de producción para el desarrollo de la familia campesina, hoy resultan de todo punto inadecuados en atención a las formas de producción y vida de la familia agricultora actual. Y es aquí hacia donde nuestra crítica ha de ser dirigida por ese sentimiento de conservar lo malo y prohibir lo necesario y bueno. 

II.- RURAL VERSUS URBANO 

La ordenación edificatoria que ha dado origen a los núcleos rurales tradicionales ha sido anárquica y sin orden en razón de varios supuestos necesarios para su asentamiento, tales han sido la presencia de caminos, agua corriente en fuentes permanentes, necesidad de espacio para el resto de las construcciones para la estabulación de una ganadería familiar nada especializada
, en donde existía un poco de todo: de vacuno, de porcino, de ovino, de avícola y otros animales de corral, indicando la escasa especialización productiva y la falta de distribución del producto que atendía y aún atiende en bastante ámbito de este mundo rural, al autoconsumo. Si nos apuramos, la agrupación de vecinos en aldeas y lugares no cabe duda que tenía también un componente causal de defensa social contra bandidos y atracadores que hasta bien entrado el siglo XX pululaban por el ancho mundo rural de una Galicia difícil, ignorante, pobre y emigrante por necesidad.

De modo que el viejo impulsor de esta vieja organización habitacional rural en entidades de población y que hoy se abre ante nuestros ojos, nunca ha surgido del sentimiento necesario de ser producto de una función social que hoy tiene el planeamiento municipal, siendo iniciativa familiar ubicar la edificación y resto de los elementos de la hacienda donde mejor les convenía, sin que la Administración interfiriera en ello. De hecho la pobre infraestructura viaria intranuclear, hoy perfectamente apreciable, muestra accesos rodados que presentan pasos tan angostos que no permiten el cruce de dos tractores o vehículos de tipo pequeño, y en muchos casos no permiten el paso ni de uno. Carecen de servicio de saneamiento integrado. Los lixiviados producidos por la evacuación de la cabaña ganadera son filtrados por la tierra y depurados en ese proceso físico-químico natural, contaminando los acuíferos, pozos y fuentes para el abastecimiento, gran azote ayer de serias infecciones intestinales que castigaban especialmente a la población infantil. El abastecimiento de aguas también carece del sentido de servicio urbanístico y de garantías de salubridad al no estar sometido a tratamiento alguno
. Hay suministro de energía eléctrica totalmente aérea, y suele existir cierto alumbrado público. Estas aldeas y lugares rurales están tan lejos del sentido jurídico de lo urbano como el sol lo esta de la tierra. 

Bajo un punto de vista económico y de forma simplificada puede compatibilizarse, sin perder su esencia rústica de núcleo, la existencia de cierta producción terciaria vinculada con el sector primario y de presencia de algún que otro servicio de carácter social como ocio y esparcimiento, pero muy elementales. Esta diferenciación productiva social suele darse en núcleos grandes o que suelen coincidir con la capital municipal o de la parroquia. El núcleo rural mayoritario aún en Galicia sólo presenta actividad primaria muy lasa, con rentas procedentes de la agricultura, ganadería y, en pequeña parte de la venta cíclica de la entresaca forestal.

Realmente, si se observan los lugares y aldeas del común rural gallego, se aprecia que carecen de cualquier parámetro que pueda otorgarles un sentido urbano separable o diferenciado. Esto quiere decir que no existen valores de influencia urbana en la formación del valor del suelo en sus zonas y núcleos, salvo, claro está, en aquellos próximos a los centros urbanos de influencia sensible por presentar demandas residenciales unifamiliares ajenos a la actividad rústica. Esto dicho, es algo que el legislador gallego no ha acabo de comprender. El común de ellos, y es importante matizarlo, carecen del sentido económico de producción de rentas de la tierra urbana, porque no se presentan valores del suelo típicos de las áreas urbanas donde se generan por externalidades positivas que hacen que aquellos valores del suelo tengan un serio componente de renta de situación
. En lo rural, lo eminentemente rural, no hay gradientes en los valores del suelo que tengan algo que ver con las economías de aglomeración –externalidades-, típicas de las áreas urbanas, ni se generan plusvalías fuera del normal crecimiento de los precios de la economía. Sólo la calidad de la tierra, atendiendo a su productividad, es la diferenciadora de los valores iniciales del suelo en el mundo rústico alejado.

La lenta modernización de la producción rural y la huida de la juventud hacia la industria y el servicio, localizados en los ámbitos urbanos, fenómeno apreciado de treinta años a esta parte, ha venido causando un paulatino abandono de los núcleos rurales tradicionales, de modo que Galicia puede contar ya con núcleos totalmente abandonados o en ciernes de su soledad, a lo largo y ancho de los cientos de municipios rurales existentes. Esto es algo que el legislador gallego no parece haber tenido en cuenta.

Si se formaran hoy, la estructura de los núcleos de población rural y su cuantía sería muy diferente porque la necesidad de medios productivos actuales de la economía nada tienen que ver con aquellos ancestrales de vida tan limitada de entonces; ni la estructura de la propiedad para obtener una buena productividad marginal de la tierra haría surgir semejante estructura habitacional rural como la que hoy demanda la necesidad de una vida de mayor nivel en todos los aspectos. Una moderna estructura de la tierra productiva no permitiría aprovechar los antiguos núcleos rurales existentes en donde, como decíamos, a duras penas puede circular maquinaria agrícola de pequeña entidad y se hace imposible para la media y grande. Esto lo sabe bien el agricultor dinámico que tiene que abandonar la vivienda de sus antepasados porque no le sirve para los fines de mejora productiva y del nivel de vida que persigue y merece. En resumen, donde la producción se ha especializado y modernizado, los viejos núcleos son incómodos y molestos. 

III.- LEGISLAR FUERA DE LA NATURALEZA DE LAS COSAS 

A entender del autor de este trabajo
, no puede ni debe desvincularse del sentido del análisis económico, en cuanto a la generación del valor natural de los bienes según su naturaleza (urbana y rústica), y de sus rentas generadas la determinación sustantiva de la división objetiva del suelo municipal en dos grandes clases: la urbana y la rural. Esta desvinculación, histórica ya en la evolución de nuestro Derecho urbanístico, es causa, entre otras, del cada vez mayor alejamiento de la eficacia de la ley respecto a la realidad del sector urbanístico. Hoy son muchas y cualificadas las voces que claman por la disparatada evolución de la legislación urbanística
 y, quizá, mucha culpa se deba a la falta de sosiego del legislador en el planteamiento de una norma ante una realidad que bien, o se desconoce, ignorando el aforismo de que les lois sont les repports necessaires qui derivent de la nature des choses
, lo que supone “legislar a ciegas”, o bien se tienen conceptos erróneos
 de la “cosa” a regular
, lo que supone “legislar en error”, o se priman como importantes supuestos que en el fondo no lo son, incurriendo en el error del post hoc ergo propter hoc, lo que supone “legislar sobre causa falsa”. 

Tampoco el legislador puede pretender, a través de la norma positiva, cambiar el sentido de las cosas más allá o más rápido que la propia naturaleza social que el hombre puede permitirse hacerlo contemporáneamente por la dinámica social vivida, porque esto sería “legislar en vano”.

En esto de obviar de una vez por todas el sentido físico de la división en clase del suelo municipal, artificiosa donde la haya, es necesario que la base económica, la esencia que muestra el verdadero fenómeno natural de la formación del valor del suelo, sea el que anime verdaderamente la división en clases del suelo municipal, por tanto, allí hasta donde lleguen –alcancen- los valores urbanos del suelo desde el centro a la periferia, allí hasta donde se noten valores de influencia urbana por muy pequeña que pueda mostrarse, es donde habrá de colocarse el fin del suelo urbano, y a partir de ese límite, donde sólo reine el valor rústico de la tierra, entonces se deberá de clasificar el suelo como rústico.

Lo que la legislación estatal, hasta la aparición de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV), incluso ésta, y las sucesivas gallegas, naturalmente con las reservas de cumplir con la normativa de carácter básico estatal, han clasificado el suelo alejándose de su verdadera esencia o naturaleza económica, en una objetividad basada en lo consolidado por la edificación y por la urbanización, llegando al momento actual a mantener ese suelo interpuesto, cual es la clase de suelo urbanizable, como residual e improcedente, pues bien, pudiera ser desarrollado por planeamiento derivado –planes parciales, etc.-, aquella categoría de suelo urbano que no siendo consolidado por la urbanización o que, de otro modo, no tenga la consideración jurídica de solar, requiera de un proceso de oferta de suelo no lucrativo suficiente para cubrir las necesidades de la población a servir, donde la equidistribución de cargas y beneficios se hiciera necesaria.

Dicho esto, que ha de tomarse como un inciso a nuestro tema base, insistimos que nada de este sentido urbano puede ofrecer la realidad física o poblacional de una entidad de población rural en el discernimiento excluyente de lo urbano versus lo rural. Lo contrario es, sencillamente, lo absurdo.

Sabemos que la fundamentación práctica del núcleo rural en la LOUG, presenta una serie de herencias e innovaciones dignas de destacar por su negatividad, y resultan del alejamiento de la verdadera concepción filosófica de los fundamentos de los conceptos de lo que representa lo urbano y lo rural. Y siendo la regulación legal como se dijo, una de las aplicaciones prácticas de aquella fundamentación, de no acertar en ella, la regulación práctica legal en consecuencia será una entelequia, algo fuera de la realidad, y así cabe considerar a la regulación urbanística del núcleo rural tradicional por nuestro legislador. 

Al margen de nuestros excurso teórico, pasemos ahora a continuar con un paseo positivista y crítico por la legislación urbanística de Galicia y por  el desmesurado cuidado excesivo e improcedente, que el legislador gallego ha puesto en atender los núcleos rurales.   

IV.- EL NUCLEO RURAL VISTO POR EL LEGISLADOR GALLEGO 

a) Comienza el legislador creando un suelo aparte de las tres típicas clases del suelo: urbano, urbanizable y rústico, que al efecto establece el art. 7 de la LRSV. Crea ex novo la clase de Suelo de Núcleo Rural (SNR) en el art. 13 de la LOUG. Como no tiene significado de clase similar a aquellas tres, su creación es resueltamente inconstitucional por cuanto aquel art. 7 de la LRSV tiene carácter básico y toda legislación autónoma debe respetar su contenido. El sentido autosuficiente y vanidoso de los legisladores autónomos desprenden sus sentimientos pasionales incumpliendo las reglas establecidas y el gallego aquí ha dejado también su impronta innecesaria.

El régimen del núcleo rural se expresa en el art. 24 de la LOUG del siguiente modo:

«24.1. Los terrenos que los planes generales incluyan en las áreas delimitadas como núcleos rurales de población serán destinados a los usos relacionados con las actividades propias del medio rural y con las necesidades de la población residente en dichos núcleos.».

El art. 27 de la LOUG establece el sentido de los usos económicos permitidos en los núcleos rurales. Así:

«27. Usos permitidos en los núcleos rurales. El uso característico de las edificaciones en los núcleos rurales será el residencial. Así mismo, se podrán permitir usos comerciales, productivos, turísticos, y tradicionales ligados a la vida rural, así como pequeños talleres, siempre que no se altere la estructura morfológica del asentamiento y el nuevo uso contribuya a revitalizar la vida rural y mejorar el nivel de vida de sus moradores y que, en todo caso, resulten compatibles con el uso residencial.».

Con estas exquisiteces normativas queda claro la gran equivocación del legislador gallego a la hora de regular los núcleos rurales, por cuanto se desprende una injustificada conservación a ultranza de sus ámbitos obsoletos en todos los sentidos, como la tecnología edificatoria y, especialmente, de los impedimentos de comodidad para la circulación y el aparcamiento en los caminos intranúcleos, de las dificultades económicas para la dotación y establecimiento de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, alumbrado público, colectivos y adecuados, etc. 

La visión rústica trasnochada del legislador rebosa por los poros de la LOUG y lo incomprendido se torna más insolente cuando, salvo excepciones que no rompen la regla, no existe nada en los núcleos rurales tomados en conjunto que sea digo de conservar, porque lo malo o perjudicial debe de erradicarse y a nuestras realidades hemos de remitirnos para derivar aquí la estulticia de visión del legislador en tan romántica y ficticia impresión que de aquellos tiene y muestra.     

b) La exposición de motivos de la LOUG, al referirse a los núcleos rurales destaca que se delimitan atendiendo específicamente «a su morfología…», «y, sobre todo, se establece su peculiar régimen jurídico…». Y tanto es así que con ello se comete adulterio de lo racional y de lo legal, porqué sobre lo racional vale bien admitir que el legislar, en contra de la naturaleza de las cosas, no llega a buen puesto con la Ley. Galicia es una comunidad donde poco o nada se ha respetado y eso que, incluida la modificación del 2004 de la LOUG, cinco leyes nos contemplan en un plazo de más o menos veinte años, es decir, a una media de cuatro años por ley. Esto por sí mismo ya es una barbaridad: no hay planeamiento municipal que lo soporte.  

El legislador gallego otorgaba ya a los núcleos rurales de población una importancia singular en la Exposición de Motivos de la Ley urbanística anterior. Decía de los núcleos rurales que eran: «uno de los aspectos más característicos de la realidad urbanística de Galicia», y como consecuencia se creaba en el ambiente de la política legisladora este tópico gallego cultural sublime por el cual resultaban los núcleos de población algo así como el impulso del renacer de una identidad perdida en los recuerdos de la autarquía romántica del pasado, oponiendo todo aquello que posibilite su reforzamiento para que no desaparezcan. Pero la realidad económica tozuda donde la encontremos muestra que sólo en el papel de la ley se mantienen los núcleos, en contra de la mismísima realidad palpable y necesaria, que muestra su paulatino abandono y deterioro, sin que hayamos de rasgarnos las vestiduras por ello.

El problema del conocimiento dogmático, basado en la creencia de las impresiones sin elaborar, de lo aparente, lo encontramos en que siempre prevalecen los tópicos lanzados por ciertas almas grises de razón y atrevidas en pasión, en el sentido de que suelen ser quienes hablan de lo que no saben, y no deja de ser éste un vicio nacional que alcanza a la clase política y a la profesional, envilecidas por el envanecimiento, causando engaño a la sociedad menos formada y más proclive a creerse lo que sus sentidos captan, ni plantearse su veracidad por ausencia de un análisis de razón. 

Del peculiar régimen jurídico de que habla la ley resulta obvio que los núcleos rurales, considerados como una clase de suelo ajena a las tres legales, deben de tener su propio régimen jurídico, y a fe que lo tienen; se plasma en el art. 24 ya citado y, sobremanera, en el desarrollo de los núcleos vía planes especiales de protección, rehabilitación y mejora del medio rural, y debido a las cargas que la Ley les impone han de estar sometidos a todo un proceso de equidistribución pero sólo de ellas. El problema de semejante régimen lo encontramos en los hechos de la economía, donde no aparecen valores especulativos del suelo o de expectativa urbana, es decir, no hay beneficios y la equidistribución es sólo de cargas por la ausencia de un sobrevalor del suelo. Por ello, la aplicación de esta norma debe ser mal recibida por el colectivo de propietarios rurales que no aprecian ventaja alguna a sus desembolsos, donde hay cargas sin beneficio, no puede haber equidistribución.     
Otra cosa aparece en aquellos núcleos rurales donde el valor del suelo se muestra superior al rústico por encontrase próximos a la ciudad o al pueblo. Pero como la LOUG no discrimina metiendo a todos los núcleos en un mismo saco, se olvida de la generación de estas expectativas y de su tratamiento adecuado. Ya no se trata de verdaderos núcleos rurales a tenor de la definición que al respecto ofrece el art. 27 de la LOUG, porque ninguno de tales usos propios rústicos se cumple. La demanda de residencia en ellos representa una alternativa a vivir a las afueras de la ciudad o del pueblo, en una vivienda unifamiliar sin vinculaciones productivas rústicas de ningún tipo.   

Evidentemente, estos núcleos rurales “desnaturalizados del rural”, sí muestran un sobrevalor del suelo que pueda justificar un proceso de regulación y equidistribución adecuado a sus mejoras colectivas, y si volvemos la mirada a las estadísticas que hemos mencionado al principio, la sorpresa es mayúscula: como más del 99 por 100 de los núcleos rurales de Galicia son rústicos, sin expectativas de valor del suelo urbano, resulta evidente que disponer por el legislador un régimen jurídico de la propiedad a los núcleos rurales, por muy sometidos a un Plan Especial y a una equidistribución como al efecto muestra el art. 24 de la LOUG, es un disparate, porque el planeamiento general debería incluirlos en otra clase de suelo por las razones apuntadas, entre las que se encuentra con fuerza racional propia su esencia vocacional residencial ajena totalmente a la producción agropecuaria, y a su propia esencia económica que muestra un valor del suelo de naturaleza ya urbana. 

V.- LA INSTRUCCIÓN 1/1998, DE 24 DE JULIO DE LA COTOPV VINO A COMPLICAR LAS COSAS AUN MAS DE LO QUE ESTABAN Y A FOMENTAR UN TRATAMIENTO INCIERTO DE LOS NUCLEOS RURALES 

La Instrucción 1/1998, de 24 de julio, sobre aplicación de la Ley 1/1997, de 24 de marzo, del Suelo de Galicia (LSG) en el marco de la LRSV (Instrucción en adelante), hoy derogado en parte, fue un intento de remedo al desajuste esencial con que aquella LSG trataba a los núcleos rurales. En vez de aprovechar algunas posibilidades para enderezar en lo posible ciertos puntos de plausible solución, el ejecutivo, mostrando el desorden conceptual que sobre los núcleos rurales tenía, vino a complicar aún más las cosas.  

La Instrucción, intentando justificar lo injustificable dice:

«La Ley estatal se limitó a definir el estatuto jurídico básico de la propiedad del suelo, que constituye el marco dentro de cual los legisladores autonómicos pueden dictar también normas sobre el régimen de la propiedad del suelo. Al Estado le compete reglamentar las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los propietarios del suelo en el ejercicio de su derecho de propiedad urbana, es decir, la igualdad básica en lo que se refiere a las valoraciones y al régimen urbanístico de la propiedad del suelo (fundamento jurídico 8 de la sentencia del Alto Tribunal); hace referencia al contenido primario del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales, pero en ningún caso puede suponer una reglamentación completa y acabada de los derechos y deberes de los propietarios del suelo y, en consecuencia, es claro que a las comunidades autónomas les corresponde reglamentar el régimen jurídico de la propiedad del suelo respetando las condiciones básicas establecidas por el legislador estatal.».

Este ha sido lo que en realidad ha dejado sentado el Alto Tribunal a tenor del art. 149.1.1ª de la CE. Ahora bien, desde ningún punto de vista, la propiedad, en su esencia de razón definidora civil más certera y sencilla como la expresada por el art. 348 del Cc.
, puede tener un régimen jurídico básico y un régimen jurídico secundario, ¿hasta donde alcanza uno y hasta donde el otro?, la respuesta a esta pregunta no esta resuelta y me temo que culpa de ello la tiene quien de lo sencillo, de la propiedad como derecho subjetivo real, ha ido añadiendo o quitando a su contenido, no matizándolo, facultades y deberes específicos a los sones de la Constitución y de las legislaciones urbanísticas últimas, creyendo particularizar así un concepto de propiedad acorde con cada visón que el Derecho ofrece (propiedad constitucional, propiedad urbanística, propiedad agraria, propiedad civil, propiedad administrativa, propiedad social, etc.)
, hasta el punto de sentir que uno, situado en el centro del derecho subjetivo real, ve a su alrededor tantas ventanas de diferentes colores como visiones polarizadas del conocimiento penetran por ellas en busca de la verdad. Como decíamos más atrás, ahora el TC ha venido en sentar la idea, apoyándose en el art. 149.1.1ª de la CE, de dividir el contenido del derecho de la propiedad urbanística en dos regulaciones: una básica que se atribuye al Estado y otra secundaria cuya competencia pertenece a las CC.AA
.

El art. 149.1.1ª habilita al Estado en exclusiva para mantener las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad. Mucha doctrina separa el derecho de su ejercicio, lo cierto es que en una concepción metafísica consistente del objeto propiedad como derecho subjetivo, éste contiene también su ejercicio que no es otra cosa que la libertad del titular para usar, disfrutar y disponer de la cosa dentro de lo lícito, de otra manera el art. 348 del Cc. tendríamos que considerarlo errado y, sin embargo, ha servido sin traumas al Derecho con mayúsculas, durante varios siglos. 

A pesar de todo, la dialéctica que sobre este particular de asignar bajo el principio de igualdad la regulación básica de los derechos al Estado y la secundaria a las CC.AA, esta lastrada de intereses políticos no siempre objetivos y que, en tanto no se pretenda una consistente respuesta al estado de la cuestión, necesaria por demás, la discordia seguirá navegando en ríos de tinta que no desembocaran en ninguna parte. Se han distribuido competencias para regular la propiedad en base a una apariencia de contenidos, sin lindes netos para ellos, sin asignaciones específicas, y ello supone una ambigüedad añadida al paradigma de visiones doctrinales en que se esta convirtiendo el concepto de propiedad como derecho
. Esto ya ha calado en la legislación urbanística de la comunidad gallega.  

Dicho esto y retomando nuestro hilo conductor, la Instrucción considera el núcleo rural como suelo urbano, en contra de su propia ley de amparo: la LSG. El punto 2.2. Suelo de núcleo rural de la Instrucción dice al respecto:

«Esta nueva clase de suelo que introduce la ley gallega pretende dar una respuesta adecuada a uno de los aspectos más característicos de los asentamientos de población en Galicia. Aún cuando el suelo de núcleo rural no tenga su correlativo en la nueva ley estatal, se puede encontrar sin mayor dificultad su equivalencia con el suelo urbano para los efectos de determinar el régimen jurídico básico que resulta de aplicación.

El concepto de núcleo rural que define el artículo 76 de la ley gallega tiene una evidente conexión con el del suelo urbano establecido en el artículo 8 de la ley estatal. El hecho físico de la agrupación de viviendas –condición sine qua non para identificar un núcleo rural- puede reconducirse sin dificultades al criterio genérico de consolidación edificatoria que emplea el legislador estatal que, no olvidemos, se remite al legislador autonómico para determinar la forma y condiciones para la clasificación del suelo urbano. En definitiva, ambas clases de suelo sirven de soporte físico a un asentamiento de población y el régimen jurídico aplicable en ambas clases de suelo resulta análogo.» 

Más contrario al espíritu y a la letra de la LSG no puede ser considerada la Institución, al menos en la parte descrita; pero incluso de no serlo, es evidente la tergiversación que la norma ejecutiva hace de la naturaleza de las cosas. La nulidad de pleno derecho de la Instrucción le viene dada por el art. 62.2 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre (LPAC), por su evidente enfrentamiento sobre la clase de suelo que la LSG establecía para los núcleos rurales (tal es, recordemos, el Suelo No Urbanizable o Rústico). 

No acaba de encontrar cordura el legislador gallego en lo tocante al núcleo rural de población, hasta el extremo de que la LOUG lo regula de tal manera que baja incluso su regulación a un nivel reglamentario. Estas actuaciones dejan en nosotros la sensación de que no parece haberse encontrado el conocimiento necesario de la verdadera esencia del contexto socio-económico del mundo rural. La tendencia a un intervencionismo creciente y no justificado de un ejecutivo ansioso de controlarlo todo, también se deriva de esta falta de entendimiento del mundo rural, sencillo y tranquilo, y como no, de creer que lo legislado es lo acorde con la realidad, pero ésta no se capta con la apariencia de las osas sino con su verdadera esencia, de cómo el pueblo vive y siente. Pues bien, en esa diferencia esta el defecto.  




Santiago de Compostela 24 mayo del 2006.



� No se trata de estadísticas recientes pero dan una clara idea de la impronta del pequeño núcleo rural en Galicia.


� Hay excepciones, y similar distribución dispersa se da también al oeste de Asturias, norte de León y otros territorios colindantes con Galicia, en donde el minifundismo ha sido la tónica básica en las relaciones físicas de producción del sector primario.


� NOMENCLATOR DE LAS CIUDADES, VILLAS, LUGARES, ALDEAS Y DEMAS ENTIDADES DE POBLACION CON ESPECIFICACION DE SUS NUCLEOS. Pontevedra. Censos de Población y Viviendas 1991. I.N.E.


� Incluso se disponían en la parte baja de las viviendas familiares, lo que procuraba una calefacción animal a las habitaciones vivideras que se encontraban en el piso superior, separadas por un suelo simple de tarima grande de madera tosca clavada sobre vigas de roble. 


� No obstante, la información vía televisión o radio que hoy llega a todo rincón, ha propiciado la utilización de métodos caseros de prevención de este tipo de infecciones y ha precavido muchos de aquellos males. Con el mismo efecto salubre, los sistemas vecinales de suministro, bastante extendidos, y que consisten en disponer de un manantial saneado, localizado a cotas altas del lugar o aldea y fuera del ámbito de pastos de la cabaña ganadera, cuyas aguas vierten, por la parte superior, a un deposito repartidor, es decir, con tantos compartimentos internos dispuestos a nivel, como vecinos a servir. De cada compartimento y por su parte inferior, sale un tubo, generalmente de plástico, para cada vecino. Los compartimentos se comunican por su parte superior y el deposito dispone de un rebosadero o aliviadero que vierte los excedentes. Aun cuando no se traten esta agua con pastillas de álcalis o dosificadores de lejías, resultan exentas de contaminaciones orgánicas por el lugar donde se toman. 


� Cuanto más céntrico o próximo a la ciudad o pueblo esté el núcleo rural y/o su zona de influencia, mayor será el valor natural del suelo.


� En esto criticamos la legislación estatal que dispone tres clase de suelo: urbano, urbanizable y rústico o no urbanizable. Nada hay que no permita resumir en dos las clases de suelo municipal y dividirlas en categorías necesarias, aplicando a aquellas urbanas por ejemplo, los instrumentos de desarrollo derivado como al efecto se instrumentalizaban en el suelo urbanizable, cuando la categoría del urbano no urbanizado fuera susceptible de un proceso de desarrollo integral.    


� Entre ellos, LUCIANO PAREJO ALFONSO. Los problemas del urbanismo actual. En obra colectiva: DERECHO URBANISTICO LOCAL. Dirección JOSE Mª BOQUERA OLIVER. TOMAS-RAMON FERNANDEZ. Manual de Derecho Urbanístico. Ed. ABELLA, EL CONSULTOR, 13 Ed. 1998; mismo autor en Competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia urbanística. Obra colectiva: ORDENAMIENTOS URBANISTICOS. Valoración crítica y perpectivas de futuro. Jornadas Internacionales de Derecho Urbanístico. Santiago de Compostela. Director ENRIQUE GOMEZ-REINO Y CARNOTA. Ed. Marcial PONS. Madrid, 1998. E. GARCIA DE ENTERRIA. El Derecho Urbanístico español a la vista del Siglo XXI, en obra colectiva anterior. JESUS GONZALEZ PEREZ. Tres atentados al mercado del suelo: caos normativo, patrimonios públicos del suelo y cargas y cesiones. Obra colectiva: LA CARESTIA DEL SUELO. Causas y soluciones. Fundación Estudios Inmobiliarios. Director. JOSE Mª PEREZ HERRERO. Ed. La ley. Madrid 2000. Entre otros.    


� Las leyes son las relaciones necesarias que se derivan de la naturaleza de las cosas.


� En este sentido, por error entendemos cualquier idea equivocada o falsa creencia.


� Entonces, siguiendo con esos viejos principios de exquisitez dialéctica que encierran una sabiduría ancestral y acertada sobre normas de comportamiento social, cabría apuntar aquí que “debe evitarse el sancionar contra el orden regular de las cosas”.


� El art. 348 del Código Civil define: «La propiedad es el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas por las leyes.


El propietario tiene acción contra el tenedor y el poseedor de la cosa para reivindicarla.»


� A este respecto véanse las críticas acertadas sobre la doctrina del TC, de TOMAS RAMON FERNANZDEZ RODRIGUEZ en Competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas; en obra colectiva: ORDENAMIENTOS URBANISTICOS, Valoración Crítica y Perspectivas de Futuro. Jornadas Internacionales de Derecho Urbanístico (Santiago de Compostela, 2, 3 de julio de 1998). Ed. MARCIAL PONS 1998. También se diferencia la dimensión jurídico-pública de la propiedad, vía art. 149.1.1ª, con la dimensión jurídico-privada emanada del art. 149.1.8ª de la CE, en donde JAVIER BARNES VAZQUEZ hace verdaderos esfuerzos por colocar los elementos que son de una perspectiva y los que son de otra, en La Distribución de Competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en Materia de Urbanismo; obra colectiva: EL DERECHO URBANÍSTICO EN LA COMUNIDAD DE MADRID, director Miguel Sánchez Morón. Ed. Lex Nova, Valladolid 1999. JULIO BURDIEL HERNANDEZ, siguiendo a REY MARTINEZ, manifiesta que «la propiedad constitucional tiene un contenido que se impone a todo los poderes, incluido el legislador ordinario.», en Propiedad Funcionarizada y Derecho Subjetivo; obra colectiva: LA CARESTÍA DEL SUELO, CAUSAS Y SOLUCIONES, director José Mª Pérez Herrero, Ed. LA LEY-ACTUALIDAD S.A. y FUNDACION ESTUDIOS INMOBILIARIOS, Madrid 2000. Por otra parte, JOSE ANGEL TORRES LANA, en La Adquisición Gradual de Facultades Urbanísticas y el Derecho de Propiedad; considera que se ha llegado a establecer un estatuto jurídico y específico de la propiedad urbana, distinto del correspondiente a la rústica, «como distintos son ambos de otros regímenes dominicales. La propiedad urbana ha nacido así como un subproducto de la propiedad inmobiliaria entre cuyos presupuestos se amalgaman múltiples y complejos intereses;...»; en obra colectiva: URBANISMO: FUNCIÓN PUBLICA Y PROTECCION DE DERECHOS INDIVIDUALES. Director ALFONSO RENTERIA AROCENA. Ed. Civitas S.A. Madrid 1998. 


� SsTC  5/1981, 37/1981, 154/1988, 227/1988 y la 61/1997, entre otras.


� El art. 149.1.1ª no es redundante en cuanto al principio de igualdad porque aquí se trata de garantizarlo. La CE establece el principio en el art. 14.  
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